
Política de Competencia

Legislación Nacional - Uruguay

Decreto sobre

Defensa de la Competencia

15/03/2001
DEFENSA DE LA COMPETENCIA

Se designó, mediante un decreto aprobado por el Presidente de la República en acuerdo con el Ministro
de Economía y Finanzas, a la Direcciòn General de Comercio como órgano competente para la
aplicación de las normas sobre actos prohibidos por la Ley sobre Defensa de la Competencia..

El mismo expresa:

En acuerdo con el ministro de economía y finanzas, el Presidente de la República dictó el siguiente
decreto:

VISTO: lo dispuesto por los artículos 13º, 14º y 15º de la Ley N0 17.243, de 29 junio de 2000 y 157º a
158º de la Ley 17.296, de 21 de febrero de 2001, en materia de defensa de la competencia. -

RESULTANDO:
I) que en el articulo 15º de la Ley 17.243, de 29 de junio de 2000, se ordena al Poder Ejecutivo la
reglamentación de las mencionadas normas, la disposición de las medidas pertinentes para su aplicación
y la promoción de la habilitación de centros especializados a tales efectos.

II) que el artículo 1570 de la Ley 17.296, de 21 de febrero de 2001, dispone que la reglamentación
establecerá a qué repartición del Estado se le asignará competencia en el control de los actos y
conductas prohibidos por el artículo 14º de la Ley 17.243, de 29 de junio de 2000.

CONSIDERANDO: conveniente cumplir en lo inmediato con la reglamentación ordenada por la ley, a los
efectos de contar con un órgano de aplicación especializado y un procedimiento efectivo y de duración
razonable en materia de investigación y denuncia de actos o conductas prohibidos por las normas de
referencia.

ATENTO: a lo expuesto precedentemente y a lo dispuesto por el artículo 168º, numeral 40 de la
Constitución de la República. -

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
DECRETA:

CAPÍTULO I
ARTICULO 1º. La Dirección General de Comercio será la autoridad de aplicación de las normas sobre
defensa de la competencia contenidas en los artículos 13º, 14º y 150 de la Ley N0 17.243, de 29 de junio
de 2000, y artículos 1570 a 1580 de la Ley N0 17.296, de 21 de febrero de 2001 y tendrá competencia
en el control de los actos y conductas prohibidos por dichas Leyes.

CAPÍTULO II
ARTICULO 2º. La investigación de los hechos presuntamente ilícitos y su denuncia se tramitarán por el
procedimiento que a continuación se regula.

El procedimiento se iniciará de oficio o por denuncia realizada por cualquier persona física o jurídica,
pública o privada cuyos intereses resulten perjudicados .

ARTICULO 3º. Si el procedimiento se iniciare de oficio, se procederá a una relación de los hechos y los
fundamentos que los motivaron.

Si comienzan por denuncia, ésta deberá contener: la identificación del denunciante y su domicilio, el
objeto de la denuncia, los hechos y el derecho en que se funda, acreditándose los extremos exigidos por
la ley y acompañándose los medios probatorios que estuvieren a su alcance.

ARTICULO 4º. La Dirección General de Comercio deberá expedirse sobre la pertinencia de la denuncia
en el plazo de diez días. En el caso que así lo decidiera, dispondrá se confiera vista al presunto



responsable por el plazo de diez días. Si el procedimiento se iniciare de oficio, se le conferirá vista de la
relación de hechos y fundamentos que lo motivaron, por el mismo plazo. Contestada la vista o vencido el
plazo para evacuarla, la Dirección dictará resolución con plazo de diez días, sobre la prosecución de los
procedimientos o su clausura si no hubiere mérito suficiente, la que se notificará personalmente a las
partes.

ARTICULO 5º. Una vez que la resolución que dispuso la continuación de los procedimientos adquiera
firmeza administrativa, se dispondrá el diligenciamiento de la prueba pendiente en el plazo de sesenta
días. La Dirección General de Comercio podrá rechazar la prueba manifiestamente inconducente y
requerir de oficio otro medios probatorios .

ARTICULO 6º. Concluido el período de prueba, se conferirá vista a las partes en un plazo común da
quince días. La Dirección General de Comercio dictará resolución en un plazo máximo de sesenta días.

ARTICULO 7º. En cualquier estado del procedimiento, la Dirección General de Comercio, podrá
convocar a audiencia, a los efectos de promover la celebración de acuerdos o conciliaciones, ordenar el
cese provisorio de la conducta presuntamente ilícita y llegar a acuerdos de cese o modificación de
conductas con el presunto responsable, suspendiéndose los procedimientos.

ARTICULO 8º. Todos los plazos de este Decreto se contarán por días hábiles y serán perentorios .

ARTICULO 9º. En todo lo no previsto en el presente Decreto regirá el Decreto N0 500/991, de 27 de
setiembre de 1991.

CAPÍTULO III
ARTICULO 10º. Las controversias que se susciten en razón de los actos lesivos de la competencia
prohibidos por la ley podrán ser sometidos a la decisión de árbitros pertenecientes a los Centros
Especializados de Arbitraje debidamente habilitados por la Dirección General de Comercio .

ARTICULO 11º. Los Centros Especializados de Arbitraje estarán integrados por un mínimo de doce
árbitros, quienes deberán ser personas de reconocida idoneidad en materia comercial, económica o
jurídica.

ARTICULO 12º. El arbitraje se regulará por lo dispuesto en los artículos 4720 y siguientes del Código
General del Proceso (Ley N0 15.982, de 18 de octubre de 1988) .

ARTICULO 13º. Comuníquese, publíquese, etc.
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El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en
Asamblea General,

DECRETAN:
( ... )

CAPÍTULO IV
NORMAS SOBRE DEFENSA DE LA COMPETENCIA

Artículo 13.- Las empresas que desarrollen actividades económicas, cualquiera fuere su naturaleza
jurídica, están sujetas a las reglas de la competencia, sin perjuicio de las limitaciones que se
establecieren por ley y por razones de interés general (artículos 7º y 36 de la Constitución de la
República) o que resulten del carácter de servicio público de la actividad de que se trate.

Artículo 14.- Prohíbense los acuerdos y las prácticas concertadas entre los agentes económicos, las
decisiones de asociaciones de empresas y el abuso de la posición dominante de uno o más agentes
económicos que tengan por efecto impedir, restringir o distorsionar la competencia y el libre acceso al
mercado de producción, procesamiento, distribución y comercialización de bienes y servicios, tales
como:

A) Imponer en forma permanente, directa o indirectamente, precios de compra o venta u otras
condiciones de transacción de manera abusiva para los consumidores.

B) Restringir, de modo injustificado, la producción, la distribución y el desarrollo tecnológico, en
perjuicio de empresas o de consumidores.

C) Aplicar injustificadamente a terceros contratantes condiciones desiguales en el caso de
prestaciones equivalentes, colocándolos así en desventaja importante frente a la competencia.

D) Subordinar la celebración de contratos a la aceptación de obligaciones complementarias o
suplementarias que, por su propia naturaleza o por los usos comerciales, no tengan relación con
el objeto de esos contratos, en perjuicio de los consumidores.

E) En forma sistemática, vender bienes o prestar servicios a precio inferior al costo, sin razones
fundadas en los usos comerciales, incumpliendo con las obligaciones fiscales o comerciales.

La aplicación de estas normas procede cuando la distorsión en el mercado genere perjuicio relevante al
interés general.

Artículo 15.- El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones del presente Capítulo y dispondrá las
medidas pertinentes para la aplicación de dichas disposiciones.

Toda contienda que se suscite que refiera a la materia regulada en este Capítulo podrá ser sometida por
las partes a arbitraje, de conformidad con lo dispuesto en el Título VIII del Libro II del Código General del
Proceso (Ley Nº 15.982, de 18 de octubre de 1988). La reglamentación promoverá la habilitación de
centros especializados a tales efectos.


